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El presente informe tiene como objetivo analizar la crítica situación del sistema 

penitenciario en Chile, con énfasis en el impacto que ha tenido la pandemia generada por 

el COVID-19 en el acceso a la salud, la vida y la dignidad de la población que se encuentra 

privada de libertad. Asimismo, se harán propuestas encaminadas no sólo a hacer frente a 

dicha situación, sino también a lograr superar los obstáculos estructurales que han hecho 

que el Estado no cumpla con su deber de garantizar y respetar los derechos 

fundamentales de las personas privadas de libertad, especialmente los derechos a la 

salud, la vida y la dignidad humana. 

En primer lugar, se hará una descripción del contexto del sistema penitenciario antes de 

la pandemia, y luego con la llegada de la COVID-19 desde marzo de 2020. Posteriormente, 

se analizarán diversos antecedentes que nos permitirán reflexionar sobre la capacidad del 

Estado para garantizar los derechos de las personas privadas de libertad, en condiciones 

de por sí precarias. 

A continuación se estudiará la problemática de las medidas adoptadas por el Estado para 

responder a la pandemia y garantizar los derechos de las personas, las cuales nos 

permitirán sostener una nueva propuesta de cambio dentro de los recintos 

penitenciarios. Luego se expondrá una breve propuesta general de los puntos 

anteriormente señalados; finalmente, en la última parte se plantearán propuestas 

específicas para el sistema penitenciario y sus diferentes tipos de centros, no sólo para 

enfrentar la crisis actual generada por la pandemia, sino para resolver las carencias 

estructurales del sistema mismo. 
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I. CONTEXTO CARCELARIO 

Situación de las cárceles chilenas antes de la pandemia 

Antes de la pandemia, la situación del sistema carcelario ya era insostenible. Los 

problemas más notables son los altos índices de hacinamiento y sobrepoblación 

carcelaria, la falta de ventilación óptima, reducido acceso a prestaciones sanitarias y 

acceso limitado a agua potable, que han sido reconocidos como defectos críticos 

durante años. Lo mencionado, es sólo la punta visible de un problema más profundo 

que expone la crisis del manejo estatal y que afecta directamente a la comunidad 

carcelaria en diversos ámbitos, sin perjuicio de que formalmente las personas privadas 

de libertad mantienen inalterados todos los derechos fundamentales no afectados por 

la resolución judicial. En consideración a esto, diversas organizaciones han solicitado 

la urgencia de adoptar medidas de resguardo que garanticen un efectivo cumplimiento 

de los protocolos, y además, un tratamiento digno a la integridad física y mental de 

quienes se encuentran recluidos/as.  

Respecto de la situación chilena, el Decreto 518 -que establece el Reglamento de 

Establecimientos Penitenciarios- indica en su Título Tercero, sobre la atención médica 

de las/os internas/os, que se prioriza la evaluación interna y, bajo determinadas 

excepciones, la posterior derivación a un centro asistencial en el exterior. De igual 

manera, en su artículo 34 establece que quienes necesiten atención médica deben ser 

atendidos en las unidades hospitalarias dentro de la institución penal y, en caso de 

tratarse de un recinto penitenciario concesionado, el protocolo dependerá de lo que 

se indica en el contrato entre la entidad privada y el Estado de Chile. En cuanto a los 

casos excepcionales, la derivación de una persona privada de libertad a un recinto 

hospitalario debe realizarse únicamente bajo autorización expresa de la Dirección 

Regional de Gendarmería y, además, cuando el personal médico acredite que el 

cuidado requerido no puede ser otorgado en las dependencias penales, ya sea por 

gravedad o falta de insumos. Sin embargo, las serias deficiencias estructurales en 

cuanto a protocolos y burocracia, obstaculiza seriamente la atención médica oportuna 

y eficiente. 

Por su parte, las personas privadas de libertad constituyen un grupo con alta 

vulnerabilidad al contagio rápido y en gran escala, por lo que estos procesos de 

seguridad rígidos podrían generar un retraso al acceso de atención médica. De igual 

manera, estos factores de riesgo mencionados, sumado a instalaciones insalubres en 

medio de una pandemia, vuelven el ambiente penitenciario uno inseguro, 

especialmente para personas privadas de libertad con problemas de inmunosupresión 

y enfermos crónicos1.  

 

1 Alcaino, E. 2019. Las personas privadas de libertad y el acceso a prestaciones de salud en las cárceles 

chilenas. Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile. Santiago: Centro de Derechos Humanos, 
Universidad Diego Portales, pp.449-489. 
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La pandemia y la población penitenciaria 

Para comenzar, cabe señalar que actualmente los datos confiables sobre los efectos 

de la pandemia en las personas que se encuentran privadas de libertad son escasos. 

La inexistencia de pruebas masivas y la precariedad de las condiciones de salubridad 

previamente expuestas en las cárceles no permiten tener información precisa y 

confiable sobre el nivel de contagio y el impacto que ha tenido esta enfermedad sobre 

la población. Es por ello que podemos señalar que la pandemia del COVID-19 afectó 

directamente la capacidad del Estado para garantizar los derechos a la vida, la dignidad 

y a la salud de la población carcelaria, pues la capacidad actual de la mayoría de las 

cárceles del país aún se ve muy superada por el número de personas que se 

encuentran recluidas, en conjunto a las precarias condiciones de vida que no permiten 

que las medidas mínimas que se exigen por parte de UNODC, OMS, ONUSIDA y 

ACNUDH sobre el COVID-19 para el control de la misma (específicamente el 

distanciamiento social y el aislamiento de las personas contagiadas) sean cumplidas 

dentro de los recintos penitenciarios. 

Asimismo, el impacto de la pandemia no sólo se evidencia en la población carcelaria, 

sino también en los funcionarios/as de Gendarmería, quienes también sufren los 

efectos de ella. De hecho, el cuerpo de custodia y vigilancia, los funcionarios/as 

administrativos y los auxiliares acumulaban casi 3000 contagios a junio de 20212. Sin 

embargo se evidenció que el personal no estaba cumpliendo con los protocolos de 

seguridad para la prevención del contagio del virus en los recintos, lo que sumado a la 

situación crítica de salubridad, demostró la insuficiencia de medidas efectivas y 

oportunas para enfrentar la emergencia sanitaria. 

Es importante tener presente lo anterior, ya que en el caso probable de que se 

produzcan diferentes rebrotes dentro de las cárceles es aún sumamente preocupante 

la suerte que correrá la población privada de libertad, siendo considerable el número 

de personas con enfermedades crónicas y con comorbilidades, que las hacen más 

susceptibles a sufrir con mayor severidad un contagio de COVID-19. 

Tal fue la ausencia de medidas adecuadas para prevenir el contagio dentro de las 

cárceles, que a partir del 20 de abril de 2020 se desarrolló el primer motín en el Centro 

Penitenciario de Puente Alto, donde la población penal alzó su voz para protestar 

contra las medidas del Estado, considerando que ese recinto contaba con el 80% del 

total de infecciones en el universo de reclusos/as. Dichas protestas se salieron de 

control y desembocaron, en múltiples ocasiones, en enfrentamientos entre las 

personas privadas de libertad y el cuerpo de custodia de Gendarmería, lo que generó 

 

2 Gendarmería de Chile. Reporte diario de contagios al 22.06.2021. Información confirmada por la autoridad 

sanitaria. 
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consecuencias nocivas para unos y otros3. 

Ante la presión de diversos organismos internacionales y de organizaciones de la 

sociedad civil a causa del evidente desbordamiento de la emergencia de salud en las 

diferentes cárceles a lo largo del país, el 23 de abril de 2020, Gendarmería emitió un 

documento titulado “Plan de Acción Integral por Contingencia COVID-19". Con este 

lineamiento, a lo largo del documento se observan medidas que no son realistas, dadas 

las condiciones estructurales del sistema que se han evidenciado repetidamente en las 

últimas décadas, sin que exista un plan de acción completo e integral para hacerle 

frente. 

  

 

3 Rivera, V. Puente Alto: 400 reos intentan motín y refuerzan custodia. La Tercera: 20 de abril de 2020. 

https://www.latercera.com/nacional/noticia/puente-alto-400-reos-intentan-motin-y-refuerzan-
custodia/KJ7UMRKKRFHA5MNDFULQGU5NZQ/ 

https://www.latercera.com/nacional/noticia/puente-alto-400-reos-intentan-motin-y-refuerzan-custodia/KJ7UMRKKRFHA5MNDFULQGU5NZQ/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/puente-alto-400-reos-intentan-motin-y-refuerzan-custodia/KJ7UMRKKRFHA5MNDFULQGU5NZQ/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/puente-alto-400-reos-intentan-motin-y-refuerzan-custodia/KJ7UMRKKRFHA5MNDFULQGU5NZQ/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/puente-alto-400-reos-intentan-motin-y-refuerzan-custodia/KJ7UMRKKRFHA5MNDFULQGU5NZQ/


5 

 

II. ANTECEDENTES 

Tipos de sistemas de administración penitenciaria 

El actual sistema carcelario en Chile consta de 3 subsistemas a cargo de Gendarmería 

de Chile que tiene como eje central el castigo ejemplar. En primer lugar, el sistema 

cerrado de reclusión es caracterizado por privar de libertad a reclusos y reclusas que 

conviven en condiciones inadecuadas e inhumanas, el cual incluye a condenados, 

detenidos e imputados. En segundo lugar, el subsistema semi abierto engloba a 

personas que deben cumplir su condena en centros de educación y trabajo con mayor 

apertura, cuya población no es superior al 1% del total. Mientras que el tercer 

subsistema corresponde a quienes cumplen su pena de manera abierta bajo las penas 

sustitutivas de la Ley N° 18.216 (remisión condicional de la pena, libertad vigilada, 

libertad vigilada intensiva, reclusión parcial, en las modalidades nocturna, diurna y de 

fin de semana, y prestación de servicios a la comunidad), o bien, cuentan con 

beneficios de reinserción social4. 

Población penal 

Con miras a un posterior análisis, son 45.713 personas privadas de libertad que 

conviven en el subsistema cerrado penitenciario. De ellos, 42.400 son hombres 

(92,75%) mientras que, 3.313 son mujeres (7,25%)5, del total de los y las internos/as, 

14.265 se encuentran allí en calidad de imputados, constituyendo un 31,21% de la 

población penitenciaria. A nivel nacional, la Región Metropolitana concentra la mayor 

población con 16.820 (36,78%) seguido de la Región de Valparaíso con 4.804 personas 

privadas de libertad (10,75%). Frente al contexto de emergencia sanitaria, alrededor 

de 25.994 internos/as han recibido las dos dosis de la vacuna contra el Covid-19, lo que 

compone el 56,86% del total de las PPL, quienes fueron inoculados de acuerdo al orden 

según el riesgo presente por rango etáreo y enfermedades crónicas6. 

Capacidad de internos/as 

Las últimas planillas de capacidad y uso de plazas del subsistema cerrado fueron 

publicadas en mayo de 2021, en las cuales se detalla la capacidad según diseño y el 

uso de plazas actual. Del total de la población en régimen cerrado, el 64,9% de la 

 

4 Centro de Políticas Públicas UC. 2017. Sistema carcelario en Chile: Propuestas para avanzar en una mayor 

efectividad y reinserción. Temas de la Agenda Pública N° 93 (12).  

5 Gendarmería de Chile. Estadística de población atendida: 

https://www.gendarmeria.gob.cl/estadisticaspp.html  

6 Gendarmería de Chile. Plan de acción de Gendarmería para enfrentar Coronavirus: 

https://www.gendarmeria.gob.cl/corona_2020.html  

https://www.gendarmeria.gob.cl/estadisticaspp.html
https://www.gendarmeria.gob.cl/corona_2020.html
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población se encuentra recluida en unidades tradicionales y el 35,1% en unidades del 

tipo concesionadas. 

Respecto de la distribución de las PPL, la administración de plazas demuestra que de 

80 establecimientos del subsistema cerrado a lo largo del país, 33 de ellos están por 

encima del 100% de su capacidad, es decir, 41,25% del total. Incluso, el C.D.P. de Taltal 

se encuentra por sobre el 200% de su espacio total de plazas7. 

Tasa de ocupación 

Existe una clara incongruencia con los tratados internacionales ratificados por Chile, y 

en este caso particular, la Regla N°9 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para 

el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Mandela). 

“Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no deberán ser ocupados más 

que por un solo recluso. Si por razones especiales, tales como el exceso de población 

carcelaria, resultara indispensable que la administración penitenciaria central hiciera 

excepciones a esta regla, se deberá evitar que se alojen dos reclusos en cada celda o 

cuarto individual.  

Cuando se recurra a dormitorios, éstos deberán ser ocupados por reos 

cuidadosamente seleccionados y reconocidos como aptos para ser alojados en estas 

condiciones. Por la noche, estarán sometidos a una vigilancia regular, adaptada al tipo 

de establecimiento que se trate.”8 

Situación de permisos y beneficios penitenciarios 

Ley de Indulto N°21.228: Benefició a 1.860 del total de PPL (4,07%). Esta medida, que 

entró en efecto el 17 de abril de 2020, permitió que personas pertenecientes a 

determinados grupos de riesgo establecidos accedan a un beneficio de conmutación a 

su pena de privación de libertad para enfrentar la pandemia. De esta manera, el 

indulto era aplicable en forma de reclusión domiciliaria total (o nocturna en su caso) 

por el tiempo que les reste cumplir, a: 

Quienes tuvieran más de 75 años; 

Personas quienes, habiendo cumplido la mitad de su condena y restandoles por 

cumplir un saldo igual o inferior a 36 meses, sean mujeres de mayores de 55 años y 

menores de 75, o bien, hombres que tengan más de 60 años y menos de 75 años; 

 

7 Gendarmería de Chile. Población recluida según administración de plazas población 24 horas. 

https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/estadisticas/capacidadyuso_may2021.pdf  

8 Defensoría Penal Pública. Reglas mínimas para el tratado de los reclusos. Prevención del Delito y 

Tratamiento del Delincuente. Naciones Unidas (1977)  
http://www.dpp.cl/resources/upload/files/documento/10bcc63b9aced108008cf2e405a511c8.PDF 

https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/estadisticas/capacidadyuso_may2021.pdf
http://www.dpp.cl/resources/upload/files/documento/10bcc63b9aced108008cf2e405a511c8.PDF
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Quienes habiendo cumplido ⅓ de la condena y restandoles por cumplir un saldo 

igual o inferior a 36 meses y estuvieren embarazadas o tuvieren un hijo o hija menor 

de 2 años, que resida en la unidad penal; 

Quienes se encuentren cumpliendo pena de reclusión nocturna o pena de reclusión 

parcial nocturna en establecimientos especiales, habiendo cumplido ⅓ de la 

condena y restandoles por cumplir un saldo igual o inferior a 36 meses; 

Quienes, habiendo cumplido la mitad de la condena y restandoles por cumplir un 

saldo igual o inferior a los treinta y seis meses, estuvieren beneficiados con el 

permiso de salida controlada al medio libre9. 

 

Propuesta Ley de Indulto General: Otra propuesta vinculada con la excarcelación de 

personas recluidas por hechos relacionados con el estallido social, se encuentra 

estancada en la Comisión de Constitución del Senado desde el 26 de mayo de 2021. El 

ingreso de la moción se registró en diciembre de 2020, en respuesta a un exceso de 

aplicación de la prisión preventiva frente a delitos menores como desórdenes públicos. 

Según el Ministerio Público, a octubre de 2020 ya se había formalizado a 5.084 

personas, de las cuales 648 seguían en prisión preventiva y 725 habían sido 

condenadas por desórdenes, robo o daño a la propiedad. 

Para efectos de este proyecto de ley, serían beneficiarios del indulto general y demás 

beneficios de esta ley, las personas imputadas o condenadas, por hechos ocurridos en 

protestas, manifestaciones o movilizaciones sociales, o con ocasión de ellas, desde el 

07 de octubre de 2019 hasta la presentación de la moción. Considerando que, desde 

la perspectiva del populismo penal y la crisis sanitaria, se vuelve necesaria una 

necesidad de atender la situación de vida de las personas privadas de libertad (PPL) en 

general, el proyecto de ley de indulto responde a un remedio tanto a las vulneraciones 

a los derechos humanos como a las negligentes condiciones de vida dentro de los 

recintos penitenciarios10. 

Dotación de personal de funcionarios/as, de la salud y de personal externo. 

De acuerdo con el calendario de vacunación establecido por el Minsal, el 15 de marzo 

del presente año inició la vacunación a funcionarios/as de Gendarmería con su 

credencial vigente en los recintos del CESFAM, al mismo tiempo que las personas 

 

9 Ley N° 21.228. Concede indulto general conmutativo a causa de la enfermedad COVID-19 en Chile. Diario 

Oficial de la República de Chile. Santiago, Chile. 17 de abril de 2020. 

10 Senado de Chile. Comisión de Seguridad aprueba en general indulto en el marco de las detenciones del 

estallido social. 26 de mayo de 2021. https://www.senado.cl/comision-de-seguridad-aprueba-en-general-
indulto-en-el-marco-de-las/senado/2021-05-26/194716.html  

https://www.senado.cl/comision-de-seguridad-aprueba-en-general-indulto-en-el-marco-de-las/senado/2021-05-26/194716.html
https://www.senado.cl/comision-de-seguridad-aprueba-en-general-indulto-en-el-marco-de-las/senado/2021-05-26/194716.html
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privadas de libertad en los respectivos Centros de Cumplimiento Penitenciario11. 

¿Cuántas/os funcionarias/os han sido vacunadas/os? De acuerdo a las estadísticas 

otorgadas por Gendarmería de Chile, 15.695 funcionarias/os han sido vacunadas/os 

con una dosis, de los cuales 13.478 completaron el plan de inoculación con ambas 

vacunas, de un total de 20.114 funcionarios/as. Lo anterior, corresponde a una tasa de 

vacunación de un 68,35% del total del personal12 

Infraestructura 

Según datos constatados por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, cerca de un 

90% de los establecimientos presenta algún problema relacionado a las condiciones 

materiales. 

En primer lugar, sólo 5 del total de los recintos penitenciarios presenta calefacción en 

sus inmediaciones y todas responden a dependencias que se encuentran en el extremo 

sur del país, no obstante, el CDP de Aysén y el CCP de Coyhaique no son capaces de 

asegurar el acceso a calefacción para todos/as los/as internos/as y además, su uso es 

intermitente y regulado por Gendarmería. Por otro lado, existen graves deficiencias en 

cuanto a ventilación, humedad y filtraciones, lo cual se suma a peligrosas conexiones 

eléctricas que ponen en riesgo la vida de las PPL, e impide asegurar condiciones 

mínimas de habitabilidad y salubridad13. 

Los principales problemas de las cárceles chilenas se desarrollan en base a la deficiente 

infraestructura, debido a un mal diseño y una posterior construcción inadecuada de 

los espacios. Incluso si observamos los datos de capacidad y uso a nivel nacional, se 

puede observar que a rasgos generales existe más capacidad que uso, sin perjuicio de 

que más de un 40% de los recintos presenta problemas de hacinamiento. 

Evidentemente, existen tanto problemas de gestión como una clara subutilización de 

capacidad, que responden a los problemas estructurales de diseño y construcción.  

Abastecimiento y alimentación 

De acuerdo con la CIDH y lo dispuesto en los Principios y Buenas Prácticas sobre la 

Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la propia Comisión, 

amerita prestar atención respecto de otro de los derechos de los/as internos/as. En su 

 

11 Asociación Nacional de Sub-oficiales y Gendarmes. Calendarización de vacunación para nuestros 

funcionarios de Gendarmería de Chile. 11 de marzo de 2021. https://ansog.cl/calendarizacion-de-vacunacion-
para-nuestros-funcionarios-de-gendarmeria-de-chile/  

12 Gendarmería de Chile. 2018. Balance de gestión integral. 

https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/BGI_2018_Genchi.pdf   

13 Instituto Nacional de Derechos Humanos. Estudio de las condiciones carcelarias en Chile (2018) 

https://www.indh.cl/bb/wp-content/uploads/2020/08/Estudio-de-las-condiciones-carcelarias-en-Chile-
2018-INDH-Versio%CC%81n-final.pdf  

https://ansog.cl/calendarizacion-de-vacunacion-para-nuestros-funcionarios-de-gendarmeria-de-chile/
https://ansog.cl/calendarizacion-de-vacunacion-para-nuestros-funcionarios-de-gendarmeria-de-chile/
https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/BGI_2018_Genchi.pdf
https://www.indh.cl/bb/wp-content/uploads/2020/08/Estudio-de-las-condiciones-carcelarias-en-Chile-2018-INDH-Versio%CC%81n-final.pdf
https://www.indh.cl/bb/wp-content/uploads/2020/08/Estudio-de-las-condiciones-carcelarias-en-Chile-2018-INDH-Versio%CC%81n-final.pdf
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principio XI, se estipula claramente que deben recibir una alimentación que responda 

en calidad, cantidad y condiciones de higiene a una nutrición adecuada y suficiente, la 

cual debe ser brindada en horarios regulares. De igual manera, la limitación o la 

suspensión de alimentos como medida disciplinaria será prohibida por ley14. 

Se vuelve necesario, entonces, que las condiciones de vida digna dentro de prisión se 

garanticen, especialmente en medio de una pandemia, donde el desarrollo del sistema 

inmune se vuelve esencial mediante la alimentación saludable y ejercicio físico. 

Normalmente, la norma exige que el aporte calórico diario de una persona privada de 

libertad sea de 2.400 calorías, sumando la ingesta del desayuno, almuerzo y la cena15. 

De igual manera, las internas embarazadas y lactantes deberían recibir asesoramiento 

nutritivo específico para cada condición de manera gratuita. 

El INDH constató que en 14 unidades penales del país no se les proporciona platos, 

bandejas ni cubiertos al momento de sus comidas. De esta manera, internas/os 

afirman que muchas veces se les entregan los alimentos en ollas y que ellos mismos se 

reparten en recipientes de plásticos, y cuando no tienen estos implementos, entonces 

deben comer con la mano. Asimismo, contrario a la información entregada por el 

Ministerio de Justicia a través de la prensa tradicional, en al menos 10 recintos del país 

las PPL indican que la cantidad de comida otorgada es insuficiente, mientras que en 17 

unidades consideran que es suficiente. El resto de los recintos indicaron que la 

cantidad varía según módulos y sectores. Por último, respecto a los horarios de 

alimentación, según Gendarmería el desayuno es entregado a las 08:40 hrs. y la cena 

a las 16:30 hrs., lo cual indica que las PPL pueden pasar hasta 16 horas entre la última 

comida del día y la primera del día siguiente. Sin embargo, las/os internas/os indican 

lo contrario, afirmando que la última cena es entregada a las 15:00 hrs. y la primera a 

las 09:00 hrs., lo cual establece una franja de 18 horas en que las PPL no reciben 

alimento16. 

Sectores destinados a enfermería 

El plan de acción publicado por GENCHI sólo presenta proyecciones de abastecimiento 

y de habilitación de espacios. Sin embargo, no se transparentan los sectores 

destinados a cuidados sanitarios ni las proyecciones cumplidas a más de un año del 

inicio de la pandemia.   

Según información de Gendarmería, cada recinto penitenciario en nuestro país cuenta 

 

14 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 2008. “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección 

de las Personas Privadas de Libertad en las Américas” Buenos Aires.  

15 La Tercera. La principal causa de multas a cárceles concesionadas es por mala alimentación. 11 de febrero 

de 2015. https://www.latercera.com/noticia/la-principal-causa-de-multas-a-carceles-concesionadas-es-por-
mala-alimentacion/  

16 Instituto Nacional de Derechos Humanos. Estudio de las condiciones carcelarias en Chile (2018) 

https://www.latercera.com/noticia/la-principal-causa-de-multas-a-carceles-concesionadas-es-por-mala-alimentacion/
https://www.latercera.com/noticia/la-principal-causa-de-multas-a-carceles-concesionadas-es-por-mala-alimentacion/
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con un centro de atención médica primaria, y en caso de necesidad o urgencia se 

deriva, como ya señalamos, al interno o interna a un centro de salud del medio exterior 

posterior autorización del Director Regional.  

Hospitales penitenciarios 

En el Manual de Procedimientos Clínicos y Administrativos del Hospital Penitenciario 

(Resolución Exenta N° 6206, de diciembre 2008)17 se especifican temáticas variadas 

respecto de derechos de los pacientes, patologías y procedimientos médicos, 

procedimientos de enfermería, servicios de alimentación, protocolos en caso de 

infecciones intrahospitalarias, programa de salud mental, procedimientos de 

programas como VIH/SIDA, indultos humanitarios, tuberculosis, procedimientos de 

asistencia social, archivo y servicio de orientación médica y estadística. Sin embargo, 

el manual es aplicable exclusivamente para el único Hospital Penitenciario del país que 

se encuentra en la Región Metropolitana, mientras que los otros centros de atención 

médica en las otras regiones de Chile cuentan con recursos humanos e infraestructura 

bastante deficientes.  

Ubicado en el Centro Penitenciario Santiago Sur, el Hospital Penitenciario sólo cuenta 

con 54 camas para hospitalización de acuerdo a la resolución N°446 del 19 de julio del 

2001, cuenta además con red de oxígeno propia y dos ambulancias destinadas a 

traslado de pacientes. 

Medidas sanitarias y de higiene para enfrentar la pandemia 

Gendarmería de Chile publicó en su sitio web una página con listado de 12 medidas 

consideradas como sanitarias, pero que al observarlas son claramente insuficientes y 

poco detalladas.  

En primer lugar, se suspendieron en su momento las visitas por completo 

sustituyendolas por videoconferencias. Luego, el 14 de diciembre de 2020 se 

reanudaron las visitas según el Plan Paso a Paso, donde las comunas que estuvieran en 

Fase 2 o de Transición (de lunes a viernes) pudieran recibir una visita, mientras que en 

Fase 3, 4 o 5 se permite de lunes a domingo. Las visitas deben ser mayores de 14 años 

y agendarse previamente por un máximo de 2 horas con toma de temperatura, uso de 

mascarilla y distancia física18. Siete meses posteriores al inicio de visitas, se reanudaron 

en julio de 2021 las visitas para menores de 14 años siempre y cuando sean hijos/as 

de alguna interna que se encuentre recluida, toda vez que la comuna donde se 

 

17 Alcaino, E. 2019. ibid. 

18 Subsecretaría de Justicia. 2020. Retorno gradual de visitas a recintos penitenciarios.  
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emplace el recinto se encuentre en Fase 219. 

Segundo, se establece un protocolo de aislamiento para casos sospechosos y de 

traslado a hospital en casos confirmados, cuando “fuese necesario”. Sin embargo, no 

se especifican los detalles del protocolo ni las condiciones en que las personas privadas 

de libertad serían aisladas, ya que se ha constatado que son enviados/as a las celdas 

de castigo por falta de espacio.  

En tercer lugar, se estipula un plan de atención a adultos mayores cuya última circular 

publicada por Gendarmería data de abril de 2020. En atención a esto, se establece que 

el plan está diseñado para personas mayores de 60 años. No obstante, el plan no 

ahonda en medidas concretas, más que mencionar capacitaciones, la evaluación de 

dotación de mayor cantidad de personal de salud, entrega de mascarillas y traslado en 

ambulancia a recintos hospitalarios en caso de ser necesario. De igual manera, se 

indica que se reclutará a un mínimo de 3 funcionarios y 2 personas privadas de libertad 

por cada recinto penitenciario como “monitores COVID19” para reforzar y comunicar 

las medidas de cuidado, con especial énfasis en adultos mayores. Asimismo, se sugiere 

un lavado de manos frecuente cada dos o tres horas, incluso mencionando que “en 

caso de no haber agua y jabón disponible” -lo que evidencia un problema presente en 

las cárceles de nuestro país- se utilizará un desinfectante para manos con al menos un 

60% de alcohol. Por último, respecto del Plan de adultos mayores se estipula que se 

realizará aseo una vez por día en todas las dependencias modulares geriátricas, así 

como mejoras en la infraestructura, iluminación, colchones ignífugos y ropa de cama 

adecuada20. 

En cuarto lugar, se indica la disposición de insumos sanitarios (mascarillas, alcohol gel, 

guantes, termómetros infrarrojos y dispensadores de jabón), sin embargo, según ha 

constatado LEASUR en terreno, los funcionarios han dado cuenta de la falta de 

elementos sanitarios que, incluso, han tenido que ser entregados por familiares de las 

personas privadas de libertad.  

En quinto lugar, afirman que las encomiendas se siguen recibiendo con normalidad, 

pero bajo estrictos procesos de sanitización, a pesar de que se ha comprobado que los 

protocolos no funcionan correctamente en cuanto a coordinación y eficacia, lo cual ha 

generado demoras en la entrega de insumos básicos para las PPL. 

Las otras medidas indicadas por Gendarmería se resumen en: inicio anticipado de 

vacunación de influenza y neumococo, inducciones en pautas de prevención de 

contagio, suspensión de traslados intrapenitenciarios -a excepción de que sean 

 

19 Gendarmería de Chile. 2021. Gendarmería inicia campaña “Derechos para mujeres embarazadas privadas 

de libertad” y anuncia retorno de visitas.  

20 Gendarmería de Chile. Circular 160/2020. Plan de Acción en Pandemia Coronavirus destinado a población 

adulto mayor y enfermos crónicos recluidos en Unidades Penales de Gendarmería de Chile.  
https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/CIRCULAR_160_02042020.PDF  

https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/CIRCULAR_160_02042020.PDF
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necesarios- y el establecimiento de una red de 1.749 plazas de aislamiento21. 

Aislamiento para casos confirmados 

Gendarmería de Chile (GENCHI) pudo constatar la disposición de 2.667 plazas de 

aislamiento disponibles en marzo de 2020. De igual manera, se habilitan 1.600 

dependencias en el Centro Penitenciario de Concepción, el cual funcionará como 

hospital de aislamiento de internos/as. Sin embargo, se evidencia también que no ha 

sido posible para los Fiscales Judiciales revisar los espacios para fiscalizar el 

cumplimiento de condiciones necesarias para personas que puedan sufrir de una 

alguna enfermedad agravada por el COVID-19, como por ejemplo, las celdas de 

castigo. Por ello, se recomienda que se dispongan sectores de escuela que se 

encuentren en mejor estado en cuanto a temperatura adecuada, ventilación y 

limpieza. 

De igual manera, GENCHI comunica que el plan de traslado a sectores de aislamiento 

para casos confirmados considera también una evaluación del personal uniformado 

disponible en lo relativo a central de alimentación, abastecimiento de alimentos y 

personal manipulador. 22 

Medidas de gestión orientadas a brindar información a las PPL y sus familias 

Las visitas han sido suspendidas gradualmente desde marzo de 2020, de manera que 

se han intentado fortalecer los medios de comunicación tecnológicos entre PPL y sus 

familias. Incluso, una de las medidas del Ministerio de Justicia y DD.HH. en conjunto 

con Gendarmería fue la suspensión de sanciones por el uso de celulares dentro del 

subsistema cerrado, permitiendo que cada interno/a tenga acceso a un teléfono 

durante horas estipuladas, regulando que la comunicación sólo sea entre ellos/as y sus 

familias/abogados. Todo esto, regulado por la administración, bajo lo cual se 

establecieron protocolos para los 2.120 celulares autorizados, 249 computadores, 470 

teléfonos públicos y 256 celulares entregados por el gobierno23. 

No obstante, ningún canal de transparencia ha constatado algún tipo de protocolo de 

información a familias en caso de que alguna PPL se contagie. 

 

21 Gendarmería de Chile. 2020. Medidas con que Gendarmería enfrenta el Corona virus 

https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/medidas.pdf  

22 Fiscalía Judicial Corte Suprema. 2020. Situación recintos penitenciarios en pandemia COVID-19. 

https://www.pauta.cl/pauta/site/docs/20200414/20200414174213/informe_final_carceles_por_pandemia.
pdf  

23 Prison Insider. 2021. Managing Uncertainty in Prison: Diverse Responses to COVID-19. Centro de Estudios 

Justicia y Sociedad Universidad Católica. 37-41 https://justiciaysociedad.uc.cl/wp-
content/uploads/2021/04/INFORME-COMPARADO-COVID_14-04.pdf  

https://html.gendarmeria.gob.cl/doc/medidas.pdf
https://www.pauta.cl/pauta/site/docs/20200414/20200414174213/informe_final_carceles_por_pandemia.pdf
https://www.pauta.cl/pauta/site/docs/20200414/20200414174213/informe_final_carceles_por_pandemia.pdf
https://www.pauta.cl/pauta/site/docs/20200414/20200414174213/informe_final_carceles_por_pandemia.pdf
https://www.pauta.cl/pauta/site/docs/20200414/20200414174213/informe_final_carceles_por_pandemia.pdf
https://justiciaysociedad.uc.cl/wp-content/uploads/2021/04/INFORME-COMPARADO-COVID_14-04.pdf
https://justiciaysociedad.uc.cl/wp-content/uploads/2021/04/INFORME-COMPARADO-COVID_14-04.pdf
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Criterios de clasificación de PPL para asignación de espacios en pandemia 

A la fecha de escribir este informe no se ha logrado recabar información al respecto. 

Toma de exámenes para detección de COVID-19 

Una de las principales medidas que advierten los expertos radica en la búsqueda activa 

de casos positivos, especialmente en lugares de alto riesgo de contagio. Sin embargo, 

en el caso de los recintos penitenciarios existe una aparente contradicción. Por una 

parte el Ministerio de Salud aseguró el 22 de Julio de 2020 la constatación de la 

implementación de un plan preventivo de testeo en el Centro Penitenciario Femenino 

de Santiago, afirmando que se aplicaron “más de 300 exámenes a un total de 611 

reclusas y funcionarias”24. De igual manera, sitios gubernamentales indican la 

constante búsqueda activa por parte de los Seremi de Salud y Justicia en los recintos 

penales. 

Sin embargo, desde la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios (ANFUP) han 

recalcado que existe preocupación por la falta de proactividad en la toma de PCR 

frente a la cantidad de contagios dentro de los recintos, además de traslados 

programados sin testeo previo, poniendo en riesgo a PPL y funcionarias/os, lo cual ha 

causado retiros temporales involuntarios25. Asimismo, no existe transparencia en la 

página de Gendarmería Chile respecto de los exámenes PCR aplicados.  

Protocolo para detección de casos nuevos sintomáticos 

En estos casos, se espera que el Jefe de cada Unidad Penal siga los lineamientos de los 

protocolos del Ministerio de Salud caracterizado por la estrategia de Testeo, 

Trazabilidad y Aislamiento (TTA). Mientras que el funcionario de Gendarmería toma 

las medidas necesarias para que la persona con síntomas sea aislada, debe dar 

conocimiento de la situación a la Seremi de Salud correspondiente, quien tiene la 

función de establecer contactos estrechos, investigar y seguir los cursos de acción, 

además de contactar al SAPU o CESFAM más cercano para que acuda al recinto a la 

toma de muestras26.  

  

 

24 Ministerio de Salud. 2020. Ministros de Salud y Justicia constatan operativo de Test PCR para Covid-19 en 

Cárcel de Mujeres. 

25 Radio U Chile. 2020. Gendarmes reiteran preocupación por COVID-19 en cárceles: “Tiene que haber una 

inyección económica”. https://radio.uchile.cl/2020/07/01/gendarmes-reiteran-preocupacion-por-covid-19-
en-carceles-tiene-que-haber-una-inyeccion-economica/  

26 Ministerio de Salud. 2020. Protocolo de coordinación para acciones de vigilancia epidemiológica durante la 

pandemia Covid-19 en Chile: Estrategia nacional de testeo, trazabilidad y aislamiento.  
https://www.minsal.cl/wp-content/uploads/2020/07/Estrategia-Testeo-Trazabilidad-y-Aislamiento.pdf  

https://radio.uchile.cl/2020/07/01/gendarmes-reiteran-preocupacion-por-covid-19-en-carceles-tiene-que-haber-una-inyeccion-economica/
https://radio.uchile.cl/2020/07/01/gendarmes-reiteran-preocupacion-por-covid-19-en-carceles-tiene-que-haber-una-inyeccion-economica/
https://www.minsal.cl/wp-content/uploads/2020/07/Estrategia-Testeo-Trazabilidad-y-Aislamiento.pdf
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III. PROBLEMAS DETECTADOS 

El problema estructural de hacinamiento del sistema penitenciario no se ha resuelto y las 

graves carencias de infraestructura, servicios y recursos dentro de los recintos del país, 

sumadas a una población carcelaria crónica, hacen más propensa la propagación de 

enfermedades contagiosas, poniendo así en riesgo desproporcionado y de manera 

injustificada a la población privada de libertad. La pandemia ha relevado -una vez más- las 

deficientes condiciones estructurales que aquejan a la población penal. 

Así, no es de sorprender que la actual pandemia haya tenido un mayor impacto y 

diferencias entre la población penal y entre la población en el medio libre. La limitada 

capacidad actual de los recintos y las condiciones inhumanas de condiciones de vida de la 

población, impiden que las medidas mínimas que se exigen para el control de la 

pandemia, entre ellas el distanciamiento social y el aislamiento de contagiados, se puedan 

implementar de manera efectiva. Aunque las decisiones tomadas por el Gobierno y 

Gendarmería no pueden ser desestimadas, es claro que las medidas publicadas son 

insuficientes ante un problema estructural que, además, presenta graves dificultades al 

momento de evaluar las gestiones por una falta de transparencia en los datos.  

Las condiciones de hacinamiento son inaceptables, y complejizan de sobremanera los 

esfuerzos de aplicar medidas de contención de la pandemia por parte de la autoridad 

penitenciaria y sanitaria. Asimismo, se habla de sanitización de espacios y de uso de 

alcohol gel, mientras que las condiciones materiales de los espacios presentan falta de 

agua potable, volúmenes de desecho e incluso roedores, vinchucas y plaga de chinches. 

Por ende, es legítimo cuestionarse respecto de la realidad de las condiciones sanitarias 

que son presentadas por Gendarmería en su página web.  

De igual forma, y como ya mencionamos, no existe transparencia respecto de los 

exámenes PCR tomados en los recintos penitenciarios: las PPL y sus familias indican que 

existe una insuficiencia tanto en la entrega de insumos de protección personal como en 

la toma de muestras. De igual forma, no se entiende cómo la autoridad ha tratado de 

mermar los riesgos de contagio en los cambios de recinto, en el uso de ambulancias, 

además del claro riesgo de colapso de atención en la red pública y privada de salud debido 

a las condiciones insalubres de las cárceles. Por ello, las políticas de gestión operativa 

tanto de Gendarmería como del Ministerio de Justicia no han sido capaces de asegurar a 

las personas un ambiente seguro, tanto para funcionarios/as como para internos/as, lo 

cual afecta directamente al deterioro de la salud mental y de eventuales riesgos incluso 

físicos de quienes allí se encuentran.  

Por lo tanto, en el mediano y largo plazo, la solución a las deficiencias estructurales del 

sistema que ha desnudado la crisis actual, depende de un cambio en el enfoque de la 

política criminal y penitenciaria. Este debe orientarse en el objetivo de prevención más 

que a la represión del delito cometido. A su vez es necesario reestructurar la cárcel, y 

concebirla no como la principal forma de enfrentar el delito, sino como el último recurso, 
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una vez que se agoten los demás recursos o cuando estos evidencien ser insuficientes. Lo 

anterior implica desarrollar políticas públicas que aplican nuevas y alternativas formas de 

hacer justicia y de resolver conflictos (tales como la justicia restaurativa), así como 

alternativas a la cárcel (detención domiciliaria, tratamiento de adicciones, entre otros). 

Las propuestas que se darán a continuación pretenden apuntar tanto a propuestas 

generales y de corto plazo frente a la pandemia actual, entendida como una emergencia 

de carácter pública, como a las propuestas específicas e integrales de mediano y largo 

plazo, siendo ambas medidas sostenibles en el tiempo, con lo que el sistema carcelario 

estaría más preparado para enfrentar a futuro previsibles emergencias. 
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IV. PROPUESTAS 

En la emergencia actual es necesario generar mecanismos competentes para lograr 

avanzar en la constante lucha contra la pandemia y sus respectivas consecuencias, 

potenciando todas aquellas medidas que sean dirigidas a proteger los derechos de las 

personas y, por sobre todo, a proteger a la población más vulnerable. Así, se debe tener 

presente que ninguna acción por parte del Estado debe darse fuera del contexto de los 

derechos fundamentales de las personas. 

En dicho marco, las personas privadas de su libertad se ubican en un escenario más 

propenso a sufrir los efectos de las decisiones tomadas por las autoridades políticas, 

producto de la situación de vulnerabilidad en la que se en encuentran y, a su vez, por la 

histórica exclusión social que caracteriza casi siempre a la población penal. 

A pesar de que el Estado ha tomado medidas para prevenir y mitigar la expansión de la 

pandemia dentro de las cárceles, estas han sido ineficaces e insuficientes. Lo anterior es 

debido a diversos factores, tales como: 

1) Las medidas de emergencia no han sido planteadas adecuadamente ni han sido 

suficientes al entender la crisis de la pandemia como un problema de seguridad 

dentro de los recintos y no, como una emergencia de salud pública que afecta 

de manera dispar a los grupos vulnerables como lo es la población penal. 

2) Independientemente de la adecuación y la eficacia de las respuestas estatales 

frente a la crisis actual, el sistema presenta graves problemas estructurales que 

hacen imposible que las medidas a implementar obtengan los resultados 

esperados, pues carecen de capacidad, de recursos y de condiciones para 

actuar con eficacia frente a la pandemia, en lineamiento con el cumplimiento de 

las normas jurídicas o de las decisiones judiciales actuales. 

 

Como punto de partida para enfrentar de forma adecuada y más eficaz la pandemia es 

lograr entenderla a la complejidad de un problema de salud pública y no de seguridad 

pública, ya que hasta el día de hoy las acciones del Estado, y en particular los organismos 

relacionados con el sistema penitenciario, se han basado en el mantenimiento del orden 

y de la seguridad en las cárceles. En consecuencia, ha prevalecido la peligrosidad de las 

personas privadas de libertad por sobre el debido resguardo de su salud e integridad. 

La idea de dicha afirmación es ratificar que la pandemia de COVID-19 en las cárceles debe 

ser entendida y tratada ante cualquier circunstancia como una emergencia de salud, y 

que esto no quiere decir que se deba dejar de lado la protección de la seguridad humana, 

sino minimizar sus riesgos de manera concreta pero siempre garantizando los derechos a 

la vida y a la salud de la población penal, de la misma manera en que un Estado garantista 

de derecho lo hace con la población en el medio libre y que, a su vez, sea trabajado en 
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conjunto por expertos en el área de salud pública. 

Asimismo, se ve la importancia de entregar dicho enfoque para generar políticas públicas 

que puedan enfrentarse a un escenario tan complejo como lo es la cárcel, garantizando 

un acceso a la salud que de protección a ese derecho, tanto a la población penal como al 

cuerpo de custodia y vigilancia, personal administrativo y todas aquellas personas que 

trabajan o prestan algún tipo de servicio dentro de los recintos penitenciarios, además 

de las comunidades que tienen algún  vínculo con todas las personas anteriormente 

mencionadas. Igualmente, esto implica desarrollar políticas que hagan aplicables 

diferentes alternativas de justicia y de resolución de conflictos (como la justicia 

restaurativa), así como alternativas a la cárcel (arresto domiciliario, tratamiento, entre 

otros.) 

Por los altos niveles de contagio, el distanciamiento social, las medidas preventivas de 

higiene personal y el aislamiento de las personas contagiadas han sido esenciales para 

controlar la propagación del virus, lo cual en el estado actual de las cárceles chilenas son 

imposibles de cumplir. De modo que, en el corto plazo, el objetivo principal de las medidas 

deben estar encaminados a reducir de forma sustancial y sostenible la población 

carcelaria, puesto que la sobrepoblación y el hacinamiento son unos de los factores más 

característicos de las cárceles en Chile, lo que dificulta el acceso a una mayor higiene 

dentro de los recintos; contribuyendo a reducir el riesgo de situaciones que se pueden 

considerar extremas hacia una población que, de por sí, ya es vulnerable.  

Sólo cuando todos los recintos penitenciarios del país alberguen el número de personas 

privadas de libertad sin la necesidad de estar frente a su capacidad máxima, será posible 

garantizar de forma efectiva el derecho a la salud y la vida de la población penal. 

Estas medidas de corto plazo, de carácter urgente y necesario, para que sean sostenibles 

y prolongadas a través del tiempo, deben estar acompañadas de medidas de mediano y 

de largo plazo, que implican cambios profundos de la estructura y el funcionamiento del 

sistema penitenciario actual, dependiendo éste a su vez del enfoque de la política criminal 

y penitenciaria de Chile. Además de ello, debe orientarse más a la prevención que al 

castigo del delito cometido, y al reevaluar el concepto de cárcel como el principal y casi 

único medio en cómo se debe enfrentar el delito; sino cómo el último recurso (una vez 

agotado todos los demás).  
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V. RECOMENDACIONES A CORTO PLAZO 

A pesar de que a través de la ley de indulto general conmutativo se pudo reducir el 

hacinamiento durante la pandemia (entendiendo que a su vez es debido a la restricción 

del acceso de personas detenidas a los recintos penitenciarios), este sigue siendo 

considerable y es de esperar que vuelva a aumentar en el mediano plazo, ya que dicha 

solución no sería sostenible en el tiempo pues es previsible que los ingresos aumenten en 

medida en que vaya bajando la curva de contagios producto de la pandemia, y se levanten 

las restricciones de ingreso a las cárceles. 

Así, se deben tomar medidas que giren en torno a reducir de forma sustancial la 

población penitenciaria y no sólo durante la pandemia, sino en el mediano y largo plazo, 

como una manera de enfrentar el problema estructural e histórico del hacinamiento. 

Dichas medidas pueden llevarse a cabo a través de la reducción sustancial de las personas 

que se encuentran en prisión preventiva, y por medio de medidas alternativas a la 

cárcel. 

Chile ha tenido experiencias excarcelatorias recientes, fundamentalmente luego del 

retorno a la democracia, y con posterioridad al fatídico incendio de la Cárcel de San Miguel 

en 2010, sin que luego de ello se han apreciado efectos adversos en términos de aumento 

de la delincuencia o de la inseguridad ciudadana. 

En ese sentido, se debe determinar en cada recinto penitenciario, de forma personalizada, 

cuántas personas deben ser liberadas para que las que permanezcan en contexto de 

encierro puedan recibir un tratamiento adecuado de salud y que puedan implementar 

protocolos de seguridad; como lo es el distanciamiento social, el aislamiento de casos 

sospechosos o contagiados y para poder realizar test masivos a la población. En particular, 

la política excarcelatoria debe permitir: 

− Medidas eficaces de aislamiento y de separación de las personas privadas de 

libertad. Esto requiere una mejora de la infraestructura en todos los centros 

penitenciarios, de manera que las condiciones de los sectores donde se aisle a las 

personas no respondan a ser situados en espacios de castigo o con malas 

condiciones de sanidad. 

− Toma de test masivos de PCR para la detección de COVID-19 de manera 

constante, en conjunto con una sistematización de los datos que sean publicados 

de manera transparente y periódica, a través de estadísticas generales y no a 

través de noticias diseminadas. 

− Entregar permanente y periódicamente equipos de protección personal (EPP) a 

personas privadas de libertad y a personal penitenciario que cumplan con las 

medidas sanitarias, con el fin de minimizar el riesgo de contagio dentro del 

recinto. 
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− Mantener el proceso de vacunación anti influenza anual para brindar una mayor 

protección a la población privada de libertad. 

− Entregar condiciones mínimas e indispensables de higiene y seguridad para el 

traslado de los/as internos/as en ambulancias y vehículos de traslados hacia 

otros recintos penitenciarios. 

− Impedir que el uso de aislamiento médico por temas relacionados a COVID-19 

como una forma de aislamiento disciplinario, de manera que las personas 

privadas de libertad que experimentan síntomas den aviso oportuno de su 

condición para su propia seguridad y de sus compañeros/as de celda. 

− Introducir de forma permanente el uso de teléfonos celulares dentro de los 

recintos penitenciarios, motivado a garantizar el derecho a la comunicación y a 

mantener relaciones familiares y sociales, de manera periódica.  

− Facilitar la presencia permanente de soportes audiovisuales para el acceso a 

visitas remotas, como uso de herramienta de inserción socioeducativa y para una 

mayor transformación personal de la persona privada de libertad. 

− Fiscalizar el cumplimiento de las normas sanitarias por parte del personal de 

Gendarmería, en especial por la observancia del principio de probidad 

funcionaria al interior de las cárceles. 

Con este fin, se obligaría de cierta forma a todos los recintos penitenciarios a llevar un 

control permanente sobre factores relevantes como su nivel de hacinamiento, el perfil de 

cada persona perteneciente a la población penal, la infraestructura y condiciones físicas 

del establecimiento, la capacidad interna de servicios de salud, la tasa de casos positivos 

de todo el entorno carcelario, y las condiciones de salud de las personas privadas de 

libertad. 

Una vez establecido todo lo anterior, se puede priorizar de manera sencilla los grupos de 

personas que se encuentran en una situación de riesgo para su salud y su vida, como por 

ejemplo: tercera edad, mujeres embarazadas, menores de edad, con enfermedades 

crónicas, comorbilidades o terminales, o con algún tipo de diversidad funcional. Todo esto 

privilegiando la excarcelación de la población primeriza, con bajo o mediano compromiso 

delictual, y condenada por delitos de baja intensidad. 

Además, es necesario priorizar las medidas alternativas al encierro de forma tal que se 

reduzcan sustancialmente los flujos de entrada a los recintos. Esto es particularmente 

importante con respecto a las personas que se encuentran en situación de prisión 

preventiva, ya que en Chile constituyen un porcentaje importante dentro del subsistema 

cerrado (35%) sin haber sido declaradas culpables en un proceso penal, lo que constituye 

una limitante importante de sus derechos a la presunción de inocencia y a la libertad 

personal. Así, en este punto se vuelve fundamental diversificar tanto las sanciones como 

las medidas cautelares personales aplicables, impidiendo que la prisión preventiva opere 
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como una pre-sanción de carácter masivo. 

Como es sabido en el país se abusa de la prisión preventiva, por lo que se debe hacer un 

esfuerzo adicional para tomar medidas seguras que beneficien alternativas a la cárcel y 

que ésta sólo sea usada de forma excepcional, y que con bases en evidencia concreta se 

logre demostrar que la persona representa un riesgo inminente para la víctima, la 

seguridad humana o para el cumplimiento del desarrollo del proceso penal. Para las 

personas condenadas también se deben intensificar las medidas alternativas a la cárcel, 

además de los beneficios penitenciarios. 

Por otro lado, en Chile no existe ningún tipo de atención a las personas después de haber 

pasado por la cárcel ni una política pública que la establezca, lo que aumenta 

notablemente la probabilidad de que las personas que salen vuelvan a delinquir. Por lo 

que no basta con que el Estado excarcele a las personas, sino que también se requiere un 

programa de atención mínimo que les permita a las personas tener mayores 

posibilidades de atender sus necesidades de salud, así como de solvencia económica, por 

lo que los programas estatales que buscan atender a la población más vulnerable durante 

la pandemia, también incluyan a las personas ex carceladas. 
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VI. RECOMENDACIONES A MEDIANO Y LARGO 

PLAZO (para los diferentes tipos de centros) 

Las recomendaciones anteriores, aunque son posibles de realizar a corto plazo, no son 

sostenibles en el tiempo si no se traducen en un cambio de la política criminal y en el 

desarrollo de las respectivas políticas públicas. Se debe contar con entidades 

responsables para aplicarlas en relación a la infraestructura, el personal penitenciario y 

los recursos necesarios para implementarlas, seguido de indicadores que midan sus 

resultados e impacto para lograr determinar aspectos a modificar o mejorar. 

Un sistema penitenciario que trata a las personas privadas de su libertad de una forma 

que atente a su dignidad, no está en condiciones de cumplir con su función principal de 

contribuir a la reinserción social de las personas que por resolución de autoridades 

competentes, fueren detenidas o privadas de libertad. Así, podemos afirmar que lejos de 

reducir la criminalidad, se incentiva el hecho de seleccionar, discriminar y maltratar a 

personas que de por sí históricamente han sido excluidos y vulnerados, es decir, 

personas de escasos recursos, que viven en barrios marginales, que tienen bajos niveles 

educativos y presentan altos índices de desempleo, los cuales son el principal objetivo de 

la política criminal y la mayoría de las personas que componen la población penitenciaria 

dentro de las cárceles. 

Por lo anterior es necesario que el Estado sea responsable de diseñar una política criminal 

y carcelaria en conjunto con las entidades a cargo del sistema penal, con la participación 

de la academia y de la sociedad civil, que se enfoque principalmente en los siguientes 

aspectos: 

− Prevención del delito mediante una política de enfoque social y preventivo, más 

que reactivo y punitivo que hasta hoy en día sólo se encarga de reprimir a la 

persona que comete el delito. 

− Implementar mecanismos de justicia que se enfoquen en la solución de 

conflictos sociales, más que en el castigo mismo y exclusión de las personas que 

cometen el delito. Se deben fortalecer formas de justicia restaurativa y el 

tratamiento entre víctima y victimario. 

− Lograr evitar la expansión del sistema penitenciario actual y dimensionar la 

cárcel como último recurso, no como principal. La experiencia ha demostrado 

que no se ha reducido el hacinamiento y la criminalidad, ni en la mejora en los 

servicios y la garantía de los derechos humanos de las personas. 

− Enfoque diferencial y de género de la política criminal y penitenciaria, tomando 

en consideración que muchas de las identidades femeninas dentro de la cárcel 

poseen historial de violencia, salud mental o uso de drogas, además de sus 
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responsabilidades maternas, las cuales son claves en su reinserción y en el 

interés superior de los niños, niñas y adolescentes.  

− Avanzar en la conformación de módulos o sectores dentro de la cárcel para que 

residan personas del colectivo LGTBIQ+, considerando sus necesidades, 

demandas y realidades. Garantizando que convivan en los mismos espacios con 

otras mujeres u hombres cis género, evitando así un mayor maltrato y violencia 

institucional. 

− Crear reformas que no incentiven a las percepciones públicas de inseguridad, lo 

cual sólo ha llevado a un aumento desproporcionado de las penas y, a su vez, 

aumenta la población reclusa. 

− Reducir la prisión preventiva. Se deben implementar reformas legales, así como 

capacitar y sensibilizar a las personas pertenecientes al sistema penal para que 

este sea un mecanismo excepcional y limitado de tiempo. 

− El sistema penitenciario ha estado a cargo de Gendarmería que ha sido 

entrenado para garantizar el orden interno de las cárceles, sin embargo, su 

función principal debiese ser la reinserción social y la garantía de derechos de 

las personas privadas de libertad. Siendo necesaria una transformación del 

sistema penitenciario, que evite la poca preparación en su formación y la 

escasez de recursos para hacerlo. 

− La cárcel debe ser repensada en su tamaño, diseño y funcionamiento, de forma 

tal que garantice la integración de la población privada de libertad a la sociedad 

y sus respectivas comunidades, a través de actividades educativas, de 

capacitación y laborales de forma fluida. 

− La existencia de una política pública de atención a las personas que acaban de 

salir de la cárcel, ya que estas personas componen un grupo vulnerable y 

marginado que está constantemente en alto riesgo de reincidir en conductas 

delictivas. Siendo el Estado responsable de acoger a estas personas en acceso a 

la vivienda, servicios de salud y atención psicosocial. 

− Revisión de las penas mínimas y máximas establecidas en el Código Penal actual 

del país. 

Lo anterior es de suma importancia ya que la atención de estas personas debe ser parte 

integral de la política criminal, no sólo para poder reducir que éstas comentan delitos, 

sino como una garantía básica de protección de los derechos de las personas que han 

permanecido periodos extensos aislados de la sociedad, y que por sí solas no cuentan con 

los recursos y herramientas necesarias para su integración. 
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Centros de Detención Preventiva (CDP) y Centros de Cumplimiento 

Penitenciario (CCP) 

− Asegurar las condiciones mínimas en materia de salubridad dentro de todos los 

recintos penitenciarios. 

− Creación de un gestor en materia de salud local, dependiendo del servicio de 

salud. 

− Modificaciones legales y reglamentarias para que los recintos penitenciarios 

tengan una dependencia técnica y administrativa de los servicios de salud. 

− Incrementar la capacidad de manejo en el Hospital Penitenciario, así como 

también implementar equipamiento y personal necesario para entregar 

asistencia médica. 

− Programas efectivos para evitar el riesgo de las transmisiónes de infecciones de 

transmisión sexual y de una prostitución clandestina, a través del acceso a una 

educación sexual y reproductiva para las personas privadas de libertad. 

− Respetar los requisitos mínimos para el ejercicio diario al aire libre, tomando en 

cuenta las medidas necesarias. 

− Evitar por cualquier motivo la interrupción del contacto con sus seres queridos, 

menos auditoría y monitoreo sobre su tratamientos y sus condiciones de 

detención y, en algunos casos, las restricciones en su posibilidad de acceder a 

medicinas y comida. 

− Proporcionar métodos alternativos compensatorios a los regímenes de visitas al 

momento que estos sean restringidos por razones de salud, manteniendo así el 

contacto con las familias y el mundo exterior. Uso legal y controlado de 

teléfonos celulares y aparatos tecnológicos dentro de los recintos 

penitenciarios. 

− Evaluaciones de riesgo urgentes para identificar dentro de la población penal a 

las personas más vulnerables y con problemas de salud. 

− Ubicación de aquellas personas que tengan un mayor riesgo dentro de la 

población penal. 

− Instalaciones de cuarentena con un tamaño suficiente e infraestructura para 

permitir la libertad de movimiento interna. 

− Liberación anticipada de ciertas categorías de personas privadas de libertad, 

derogación parcial y temporal, reducciones de pena, permisos para salir y 

realizar la reclusión nocturna en domicilio quienes ya disfrutan, de una manera u 

otra, del régimen abierto. 
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Referentes a Salud Mental 

− Sistematizar de manera más eficaz el acceso a la información tanto hacia los 

internos/as así como también a sus familiares, facilitando el contacto entre ellos 

considerando que desde Gendarmería se ha perdido el control del derecho a la 

información. 

− Generar un Plan de Reincorporación para las personas privadas de libertad de 

manera que, no les sea tan difícil volver al mundo exterior al momento de 

reinsertarse en la sociedad. Por ello, se vuelve necesario un equipo de 

evaluación, monitoreo e intervención en salud mental. 

− Autocuidado y resguardo efectivo de salud mental tanto en personas privadas 

de libertad y funcionarios/as (disposición de acceso a apoyo psicológico). 

− Establecer políticas de mejora a las condiciones laborales de funcionarios/as de 

Gendarmería en vistas de las condiciones de sobrecarga a la que se enfrentan, 

sumándole falta de implementos de seguridad e insumos de sanidad, además de 

la falta de horas de descanso. Todas esas condiciones suman al estrés constante 

de funcionarios/as debido al ambiente en el que deben trabajar, por ello se 

requiere dotación de más personal para que se alivie la carga, de la mano de 

ayuda y evaluación psicológica y la garantía de condiciones mínimas de dignidad 

en su trabajo.  

− Disponer de estrategias de atención efectivas y oportunas de salud mental en 

crisis y primera ayuda psicológica.  

Centros Penitenciarios Femeninos (CPF) 

A pesar de que la población femenina alcanza menos de un tercio de la población total, 

existen graves deficiencias que deben ser atendidas a la brevedad posible ya que a 

pesar de que responden a un problema estructural, el sistema sigue siendo 

discriminatorio, normalizando las inequidades de género, repitiendo y exacerbando en 

la cárcel las injusticias que muchas de las mujeres han experimentado afuera. Esto es 

aún más notorio durante la emergencia de la pandemia. 

Dentro de los recintos penitenciarios se encuentran cerca de 200 mujeres 

embarazadas y más de 250 lactantes comparten espacios con sus madres tras las rejas. 

Por lo que, sumado a lo anteriormente expuesto en los Centros de Detención 

Preventiva (CDP) y Centros de Cumplimiento Penitenciario (CCP), se entregan las 

siguientes especificaciones para los centros femeninos:  

− Generar los datos sobre los lugares de detención, ya sean oficiales o de otras 

fuentes, incluyendo  información precisa y desagregados por género. 
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− Cualquier medida para reducir el hacinamiento dentro de los recintos 

penitenciarios, deben ser aplicadas de manera igualitaria para la población de 

mujeres. 

− Una política que aborde la salud sexual de las mujeres e higiene de todas las 

internas sin distinción, abasteciendo de productos como toallitas, jabones, 

paños húmedos y etc, garantizando su acceso de forma permanente.  

− Aprobación de Ley Sayen, la cual lleva ya casi 4 años en tramitación en el Senado 

con miras hacia la aplicación de medidas alternativas a la privación de libertad 

en vistas del interés superior de los niños, niñas y adolescentes.  

− Atención especializada a mujeres embarazadas y madres lactantes para sus 

condiciones de salud particulares, además de espacios idóneos para el buen 

desarrollo humano de su maternidad y sus hijos/as.  

− Garantizarles acceso al agua potable las 24 horas del día de manera que puedan 

hacer uso de ella para una limpieza adecuada y así, evitar fuentes de 

enfermedades o infecciones.  

− Establecer mecanismos de penas sustitutivas con disposiciones específicas para 

mujeres embarazadas, lactantes o aquellas privadas de su libertad junto a sus 

hijos/as. 

− Evitar por cualquier motivo la interrupción del contacto con sus seres queridos, 

menos auditoría y monitoreo sobre su tratamientos y sus condiciones de 

detención y, en algunos casos, las restricciones en su posibilidad de acceder a 

medicinas y comida. 

− Mitigar la falta de visitas personales reemplazandolas con otros medios como las 

llamadas telefónicas o por video ilimitadas para las mujeres privadas de su 

libertad. 

Referentes a Salud Mental 

− Políticas de salud mental personalizada a las personas que se encuentran en el 

recinto, tomando en cuenta que un número importante de mujeres entran a la 

cárceles bajo circunstancias particulares como cursando un embarazo, o luego 

de dar a luz, o con consumo problemático de sustancias, o con efectos físicos o 

mentales producto de situaciones de violencia y los traumas asociados a ellas. 

− Los altos niveles de violencia experimentados por las mujeres en el sistema 

penal requieren de la implementación de un plan cuidadoso para su salida al 

exterior, por lo que dicho plan debe asegurar que se contará con el apoyo 

necesario para poder reconstruir sus vidas. 
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− Establecer acompañamiento virtual para el soporte psicosocial de las mujeres 

privadas de libertad y del personal penitenciario, como herramienta para 

atravesar momentos de crisis. 

Centros de Educación y Trabajo (CET)  

En medio de la emergencia sanitaria, los trabajos en los CET no se detuvieron e incluso 

las PPL contribuyeron a la producción de un alto número de mascarillas certificadas 

por el laboratorio Caltec Chile para funcionarios/as y reclusos/as. No obstante, se 

vuelve crucial que la capacidad productiva vaya de la mano de medidas que puedan 

evitar contagios en el desarrollo de su labor, por ende se requiere: 

− Constante toma de exámenes PCR a quienes se encuentren ejerciendo oficios en 

los CET. 

− Instalación de estanques de agua para facilitar el acceso al agua potable y jabón 

sin restricción de uso. 

− Asegurar una repetida limpieza y desinfección de los espacios a utilizar, así como 

también de las herramientas e insumos.  

− Mejoramiento permanente de condiciones de vida y fortalecimiento de 

actividades productivas dentro de los centros.  

− Mayor financiamiento de implementos y textiles para las personas que trabajan 

en el lugar. 

− Uso permanente de sanitizante, a base de amonio cuaternario y mayor apoyo 

logístico para la aplicación del mismo.  

− Sanitizante, bombas manuales para su aplicación y set de indumentaria y 

equipamiento (trajes overoles no descartables, guantes, máscaras con filtros y 

botas) para las personas que trabajan en el lugar.  

− Habilitar el llevar a cabo la producción de mascarillas elaboradas en los CET 

(para población penitenciaria y funcionarios/as), en la línea textil, logrando su 

efectiva producción.  


